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				Introducción

				En América Latina, si se plantea el tema de la democracia, un referente casi obligado es Costa Rica. Éste se ubica como un país con una tradición democrática de muchas décadas, que le brinda una estabilidad social y política sin muchos puntos de comparación en la región. Esta característica ha implicado que Costa Rica aparezca a lo largo de la historia como un modelo a seguir, evidencia que se sustenta en la posición que adquiere en los diversos índices internacionales acerca de democracia y protección de libertades políticas y civiles. Sin embargo, esta condición podría ser cuestionada y discutida, ya que a lo largo de las dos últimas décadas han sucedido una serie de transformaciones políticas, económicas y sociales que ponen en entredicho el mito de ser el “paraíso” de la democracia. Asimismo, ha surgido una serie de fenómenos que parecen dar cuenta de transformaciones que se han venido gestando desde hace varias décadas y que ahora están empezando a generar problemáticas, que incitan a reflexionar sobre la construcción de la noción de democracia en Costa Rica y el modo en que eso ha impactado en una determinada concepción de sujeto y de sociedad. Retomando el argumento de Macpherson (1981: 15), se entiende a la democracia como una calidad que se inserta en toda la vida y en todo el funcionamiento de una comunidad nacional. Por lo tanto, un determinado sistema político conlleva un modelo de ser humano y un modelo de sociedad, con lo cual, se sustenta en una idea de sujeto y de nación para establecer los límites y posibilidades de evolución del sistema: “Pero lo que cree la gente acerca de un sistema político no es algo ajeno a éste, sino que forma parte de él” (Macpherson, 1981: 16).[1] Si pensamos a la democracia de esa forma, la primera pregunta que surge es: ¿cómo impacta en la población una determinada noción de democracia en Costa Rica? Se desprende, entonces, un segundo interrogante: ¿cuál es el impacto que esta construcción tiene en la constitución del ser[2] costarricense? Estas preguntas parten del supuesto, ya analizado por otros autores, de que en Costa Rica existe un mito democrático desarrollado desde su Independencia, y que ha marcado su construcción de nación. 

				Para poder comprender el alcance de estas preguntas, en un primer capítulo se presenta una mirada acerca de la producción académica que ha realizado aproximaciones sobre el tema, con el objetivo de justificar la relevancia de este proyecto de investigación y construir una problematización más apropiada sobre la cuestión. Es importante recalcar en este punto que esta producción académica no es solamente útil para brindar una mirada a las discusiones sobre democracia, sino que de forma mayoritaria los autores y autoras encuentran elementos que pueden dar cuenta de posibles transformaciones o dificultades que el régimen está atravesando, y que no se ven reflejadas en los análisis de los organismos internacionales quienes, mayoritariamente, alaban al país por la estabilidad de su régimen. Esta divergencia de lecturas acerca de la situación política del país genera cuestionamientos hacia la forma en que los organismos internacionales miden el éxito de una democracia. Por lo tanto, con base en estos antecedentes, es importante dejar en claro que el interés del proyecto de investigación no va dirigido hacia la evaluación de la democracia como régimen, ya que esto generaría resultados similares a los ya existentes, sino que mi objetivo es plantear a la democracia como un constructo que está relacionado con una determinada concepción de sujeto y, por ende, de una concepción de sociedad particular. Teniendo claro esto, se plantea a la democracia como el constructo principal, del cual se derivan otros que van a ser estudiados en la investigación: sujeto, sociedad e ideología.[3] En un segundo capítulo se realiza una contextualización histórica, destinada a mostrar las diversas narrativas históricas que han contribuido a elaborar este mito democrático, así como las críticas que éste ha recibido y los trabajos más actuales acerca del tema. 

				Para sostener este planteamiento, en el tercer capítulo se presentará un marco conceptual que pueda dar cuenta de la complejidad del fenómeno, principalmente a partir de los aportes del psicoanálisis y su influencia en la teoría política. Con este objetivo, se revisarán los aportes de Schmitt, Lefort, Žižek, Laclau, Rancière, Freud, Lacan, Althusser, Gramsci, Sorel, Cassirer, Barthes, entre otros; no solamente con la intención de recopilar sus aportes teóricos, sino para generar, en etapas más avanzadas de la investigación, una discusión que permita ir depurando qué se entiende por democracia, por sujeto, sociedad e ideología, en tanto categorías centrales de la investigación.

				Con base en este esquema conceptual, se plantea la problemática de investigación que gira en torno a las siguientes preguntas: ¿Cómo se articula este mito democrático frente a periodos de conflicto político y social? ¿El mito democrático actúa como propulsor de movimientos sociales que procuran profundizar a la democracia o, por el contrario, es un limitante que se oculta bajo los cánones de la democracia procedimental? 

				Este planteamiento se encuentra sustentado en la siguiente hipótesis de trabajo: la construcción de la noción de democracia en Costa Rica está atravesada por un planteamiento particular ideológico nacional, que actúa como un modelo de identificación imaginaria y simbólica que tiene por resultado que los actores en conflicto apelen al mito democrático como un mecanismo privilegiado en la búsqueda de la legitimidad. Sin embargo, si bien los diversos actores parten de una construcción mítica compartida, ésta tiene impactos diferenciales de acuerdo con el lugar de enunciación que tienen los actores, produciendo una disputa por la idea de democracia y, por ende, de sujeto y de sociedad. Por consiguiente, en esta investigación se sostiene que los efectos imaginarios y simbólicos del mito democrático cambian de acuerdo con el uso político que los actores en conflicto realizan de éste. La relevancia que tiene este proyecto de investigación estriba en dos razones principales: en primer lugar, brindaría una aproximación explicativa a los cambios y transformaciones que se han presentado en Costa Rica en las últimas décadas[4] y su impacto en la forma en que se conciben la democracia, el sujeto y la sociedad; y, en segundo lugar, permitiría aportar insumos al debate de cómo se puede establecer si un gobierno es democrático o no, es decir, si se debe seguir pensando en términos procedimentales o, si bien, se debe pensar en términos de una democracia sustantiva y cuáles deben ser sus contenidos y fines.

				En el cuarto capítulo se explica la estrategia metodológica que sustenta esta investigación. Brevemente, se tomó como unidad de observación, a partir de la noción de muestreo teórico (Glaser y Strauss, 1967: 45), tres casos correspondientes a periodos de conflicto político o social durante 1995 a 2007, que son los siguientes: huelga por la Ley de Pensiones del Magisterio Nacional en 1995, huelga en contra de la Ley del Mejoramiento de los Servicios Públicos de Electricidad y Telecomunicaciones y de la Participación del Estado en el 2000 (Combo ice) y movilización social en contra el Tratado de Libre Comercio Centroamérica - República Dominicana con Estados Unidos de América (Cafta) en el mes previo al referéndum del 7 de octubre 2007.[5] Se analizarán los campos políticos pagados por los actores involucrados en el conflicto publicados en dos periódicos impresos de circulación nacional, La Extra y La Nación, con el objetivo de analizar cómo el mito democrático descrito anteriormente se hace presente en su estrategia argumentativa y enunciativa. 

				Lo anterior se sustenta en tanto la reproducción de un régimen democrático “estable” no sólo pasa por la enseñanza de los procesos históricos y sociales, sino que a través de la estrategia argumentativa y enunciativa desplegada en estos campos pagados se realiza una transmisión acerca de ideales comunes sobre lo que significa la sociedad, el sujeto, la nación y, por supuesto, la democracia; asimismo, se pone en escena cuál es la concepción que sobre la democracia tienen los diversos actores sociales involucrados en estos momentos de conflicto social y político y, por consiguiente, su propuesta ideológica, de sujeto, de sociedad y de nación. 

				El análisis correspondiente será presentado en el capítulo quinto, donde se analiza cada caso de forma individual, para luego ser comparado en una síntesis interpretativa en el capítulo final.

				
					
						[1]	Cursivas en el original. 

					

					
						[2]	Se entiende por ser la construcción de una idea particular de sujeto asociada a una noción particular de sociedad.

					

					
						[3]	La sociedad se está pensando en términos de modelo de identificación para el sujeto. Se profundizará posteriormente. 

					

					
						[4]	“The internal realities of Costa Rica do not correspond fully with the image of peacefulness presented outwards” (Høivik y Ass, 1981: 350).

					

					
						[5]	Los periodos bajo los cuales se recopiló la información fueron escogidos con asiento en la Base de Acciones Colectivas del Instituto de Investigaciones Sociales (iis) de la Universidad de Costa Rica.

					

				

			

		


		
			
				Capítulo I 
Contextualización del problema

				Con el objetivo de brindar un marco de referencia para la pregunta de investigación, a continuación se exponen cuáles son los antecedentes sobre los cuales se sustenta. En un primer momento, se expondrá de forma general la mirada internacional hacia Costa Rica, a partir de algunos indicadores internacionales. En segundo lugar, se introducen los principales trabajos que analizan cómo la democracia en Costa Rica se ha venido transformando a lo largo de las últimas décadas y sus posibles explicaciones. 

				Costa Rica y los indicadores internacionales

				Tal como se planteó anteriormente, durante el último cuarto del siglo XX, los diversos estudios sobre democracia y procesos de democratización han calificado la estabilidad del sistema político costarricense como una excepción dentro de la agitada América Latina. Bowman (1999: 123) plantea que generalmente se ha observado a Costa Rica como un país con una tradición sólida de respeto hacia los derechos humanos que posee indicadores de desarrollo humano de país avanzado, hecho que inclusive ha sido alabado por Samuel Huntington (1987, citado por Bowman, 1999: 123). 

				De acuerdo con las mediciones internacionales, Costa Rica ha cumplido en las últimas décadas de forma consistente con las condiciones requeridas para considerar democrático a un país (Estado de la Nación, 2001: 41). De esas mediciones internacionales, por efectos de espacio, mencionaré solamente tres. La primera es el Índice Freedom House[1] (2009), que emplea una dimensión para competencia y participación (derechos políticos) y otra para libertades civiles. Para cada dimensión se utiliza una escala de siete puntos: los países con mayor grado de democracia son clasificados como 1, y los de grado más bajo como 7. Los intervalos que utilizan son los siguientes: países con tasas promedios entre 1 y 2.5 son considerados libres; entre 3 a 5.5 son parcialmente libres y de 6 a 7 se consideran como no libres. Los últimos resultados publicados en el 2009 otorgan a Costa Rica la máxima calificación,[2] a la par de países como Suecia, Suiza, Canadá, Estados Unidos de América, entre otros. 

				Como segundo indicador, aparece el Polity IV[3] (2009), que mide cualidades concomitantes de democracia y autoritarismo en instituciones del gobierno. De esta forma, el indicador se mueve dentro de un continuum que va desde autocracias totalmente institucionalizadas, a través de regímenes autoritarios mixtos o semiautoritarios, hasta democracias completamente institucionalizadas. El indicador captura el nivel de autoritarismo de un régimen en una escala de 21 puntos, que va desde -10 (monarquía hereditaria) hasta 10 (democracia consolidada). En su última evaluación, le otorga a Costa Rica la máxima puntuación, alabando la amplia estabilidad del régimen que, de acuerdo con sus criterios, a excepción de dos periodos pequeños de interrupción de la democracia,[4] ha permitido que las instituciones democráticas tengan más de 100 años de existencia. 

				Finalmente, el Índice de Desarrollo Democrático de América Latina (IDD-Lat, 2008), que se construye a partir de cuatro dimensiones: 1) condiciones básicas de la democracia, 2) respeto de los derechos políticos y libertades civiles, 3) calidad institucional y eficiencia política y, 4) ejercicio de poder efectivo para gobernar, que se subdivide a su vez en: a) capacidad para generar políticas que aseguren bienestar, y b) capacidad para generar políticas que aseguren eficiencia económica (IDD -Lat, 2008: 11); ubica a Costa Rica encabezando el ranking con 10 000 puntos, por encima de Chile y Uruguay. 

				En síntesis, se puede observar de forma general que a nivel internacional Costa Rica se ubica como uno de los países más estables, no solamente de la región, sino también del mundo. Sin embargo, estos indicadores parecen no dar cuenta de problemáticas o fenómenos que han puesto en tela de juicio esta condición, que han llamado la atención de la producción académica, principalmente al interior del país. Esta producción, en algunas ocasiones, se ha dedicado a sostener el argumento según el cual Costa Rica es un país con una democracia excepcional que estaría transitando por caminos adversos, principalmente desde la implementación de ciertas reformas estructurales del Estado. Otros sectores, en cambio, se han dedicado a criticar esta visión utópica de la democracia en Costa Rica, proponiendo un análisis no sólo de los fenómenos o problemáticas actuales, sino que suman una lectura acerca de la articulación de dichos fenómenos con la construcción de esta visión mítica de la democracia. 

				Aunque el desarrollo de la lectura crítica hacia lo interno del régimen se ha intensificado a lo largo de los últimos años, ésta ya aparecía en épocas tempranas. La escritora costarricense Yolanda Oreamuno se refería a la democracia en 1938 como “demoperfectocracia”: “democracia pasiva […] autoaplicada sin razonamiento […] con el agravante de que frecuentemente procederemos como si viviéramos en una democracia efectiva, actuando con la libertad que esto significa, y cuando tal hacemos, recibimos una discreta llamada de atención que nos pone a dudar de la Carta Fundamental de la República” (Oreamuno, 1999: 14-16, citado por Molina, 2004: 52). En esa misma línea, Seligson y Muller (1987: 307) encuentran que esta admiración internacional por la democracia no tiene asidero histórico, ya que el siglo xix estuvo caracterizado por la presencia militar sistemática en la política. Los autores plantean que en el periodo entre 1824 y 1899 más de un tercio de los presidentes tuvieron que dejar el cargo antes de terminar el mandato, y cerca de un quinto fueron víctimas de golpes de Estado. 

				A pesar de lo anterior, existen autores que defienden la noción de que hubo un establecimiento paulatino de la democracia en Costa Rica, ya que, a pesar de que estuvo marcada en algunos periodos por la presencia militar, fraudes electorales y otras irregularidades, logró a lo largo de los años consolidar una institucionalidad electoral que fue creciendo y madurando desde finales del siglo XIX hasta entrado el siglo XX (Molina Jiménez, 2004: 51-52, 2001: 96; Lehoucq, 1996: 330). 

				Esta discusión acerca de la estabilidad democrática en Costa Rica se ha exacerbado en los últimos años debido a la emergencia de una serie fenómenos, principalmente el aumento del abstencionismo electoral ocurrido en 1998[5] y el incremento de las marchas, bloqueos de carreteras y protestas callejeras contra el sistema político[6] (Pérez Brignoli y Baires Martínez, 2001: 145). Tal como se planteó anteriormente, se pueden distinguir dos grandes líneas de argumentación. A continuación se presenta la primera, que relaciona estos fenómenos sintomáticos especialmente a la injerencia de factores externos que desestabilizan el equilibrio democrático y social alcanzado, principalmente a partir de la década de 1980. Posteriormente, en un segundo apartado, se revisarán los trabajos que parten de una posición más crítica acerca de la democracia, argumentando que los fenómenos y problemáticas actuales son el resultado del agravamiento de las condiciones sociales y políticas que se ha venido gestando desde muchos años atrás. Enseguida, se desarrollan los análisis más relevantes sobre la temática.[7] 

				Problemas en la Arcadia

				Un segmento de los autores y autoras consultados, se enfocan en denunciar una serie de fenómenos sintomáticos que apuntan a problemas que amenazan la democracia costarricense, a partir de una lectura comparativa con un supuesto pasado mejor, en términos casi míticos o idílicos.[8] 

				Entre ellos se encuentra Booth (1987: 43), que parte del supuesto que la historia revela una realidad compleja que subyace a buena parte del mito de la democracia costarricense.[9] Aunque el autor procura introducir una línea crítica para comprender los movimientos políticos que se estaban dando en Costa Rica para la época, éste todavía parece ubicarse desde una reflexión que conceptualiza a la colonia como una época “dorada”: el paraíso de una colonia aislada y abandonada a su suerte. Para Booth (1987: 50) la democracia existente en Costa Rica es el producto de la concatenación de diversos factores, entre ellos su aislamiento colonial, su homogeneidad racial emergente, su igualdad relativa en la pobreza económica, una tradición y gusto por el gobierno civil, instituciones militares débiles y valores sociales igualitarios. Por consiguiente, Booth encuentra que en Costa Rica se generó desde épocas tempranas una interdependencia entre las clases económicas que fue reforzada por la organización, emancipación y movilización política de una clase media emergente paralela con el desarrollo de los intereses de la clase laboral. 

				Desde este marco de análisis, Booth (1987: 48) plantea que la democracia en Costa Rica se encuentra amenazada por la emergencia de grupos de presión externos, los cuales, en alianza con sectores empresariales internos, han producido un cambio agudo en las políticas macroeconómicas, ya que se pasó de un modelo socialdemócrata a uno neoliberal, lo cual implica una reducción del Estado en la economía, una reducción en el gasto y por tanto, en la creación y mantenimiento de programas sociales. Booth (1987: 51) concluye que el Estado costarricense se ha vuelto más débil para enfrentar la presión de actores externos producto de estas reformas antes que de la crisis.

				Trejos (1990: 47) sigue esta misma línea de interpretación, y encuentra que el proceso de ajuste estructural iniciado en la década de 1980 representa una ruptura con esa “forma” de consenso social, lo cual se traduce en una búsqueda de formas de consenso aún no totalmente aceptadas. La ruptura se evidencia en que no ha existido un espacio de intervención directa de los trabajadores en el destino y orientación de las instituciones (Trejos, 1990: 49): “Cuando las instituciones públicas que mediaban las demandas de los sectores populares empiezan a operar con criterios de rentabilidad privada y a trasladar algunos de sus servicios a las empresas privadas, se está rompiendo con los mecanismos que generaban el consenso social anteriormente” (Trejos, 1990: 50). 

				Sin embargo, al igual que Booth, Trejos (1990: 52) no genera una crítica o una llamada de alerta que traspase la noción procedimental de democracia. Para el autor, la democracia se entiende como un proceso formal que permite votar cada cuatro años, paralelo a la construcción de una hegemonía sin represión. Lo anterior resulta problemático en tanto no contempla la dimensión del conflicto dentro de la construcción y mantenimiento de la democracia en Costa Rica y apunta a que ésta se ha sostenido a partir de consensos generados entre los diversos actores sociales. Ahora bien, es esta situación la que parece modificarse cuando se introducen los cambios estructurales al Estado. Por consiguiente, ahí es donde Trejos encuentra una amenaza, ya que considera que estas nuevas relaciones sociales generadas por el proceso de ajuste estructural conducen a formas no democráticas de gestión gubernamental (Trejos, 1990: 52). 

				Gutiérrez Saxe (1990: 61) también ubica como la causa de los males democráticos a la transición de un modelo socialdemócrata a uno neoliberal. Para el autor, esta modificación de la relación Estado-mercado se realiza debido a que en la década de 1980 los elementos económicos más dinámicos de la década de 1960 y 1970 estaban acabados. Asimismo, enumera una serie de factores que parecen contribuir a este fenómeno, entre ellos se encuentran la crisis mundial, el conflicto regional,[10] el fortalecimiento de la actividad financiera especulativa, la polémica generada alrededor del papel del Estado en la economía y las transformaciones del sector externo (Gutiérrez Saxe, 1990: 62). 

				Como consecuencia de lo anterior, Gutiérrez Saxe (1990: 64) plantea que se han producido efectos negativos en términos de la redistribución de la riqueza, de la distribución de las cargas tributarias y el abandono de la producción agropecuaria para el consumo interno, con lo cual el impacto más evidente es un mayor empobrecimiento de la población. No obstante, encuentra como un punto fuerte para una posible solución a esta problemática la fortaleza de las “bases de la democracia” costarricense: “Una conciencia política de nuestro pueblo que podríamos expresar casi con unas cuantas palabras: tolerancia, el ver la negociación como la forma principal de solución de los conflictos, un espíritu pacifista, incluso que busca la eliminación de la ostentación y de las grandes diferencias sociales y económicas” (Gutiérrez Saxe, 1990: 65). De esta manera, lo que parece ser conflictivo y sintomático, Gutiérrez Saxe lo soluciona apelando a la noción de la Costa Rica igualitaria y pacífica, es decir, frente a una creciente inequidad social y económica, lo que debe privilegiarse es la apertura de espacios de diálogo entre los diversos sectores. 

				Furlong (1994: 123) comparte esta lectura y afirma que la represión, la confrontación y las amenazas son extrañas al clima político, en tanto las diferencias políticas generalmente se resuelven en un ambiente de cordialidad y respeto mutuo.[11] Por consiguiente, Furlong (1994: 127) da cuenta del surgimiento de los conflictos sociales y políticos en las últimas décadas como una forma que tiene la población de tener acceso a los políticos y dar a conocer sus quejas. El autor reconoce que el surgimiento de “nuevas” estrategias de lucha política, como las protestas en las calles, los bloqueos de carreteras y las huelgas son métodos “no convencionales” de presión política debido a que existe una ruptura entre las redes de acceso a los políticos y las clases bajas.[12] 

				Romero (1995: 25) apunta también hacia lo que parece ser una incongruencia ente el crecimiento económico y el desarrollo social. Por consiguiente, la autora denuncia síntomas de descomposición social producto de la imposición de modelos económicos que no se corresponden con la “tradición costarricense”: 

				De pronto nos vemos inmersos en una sociedad materializada, consumista, sin conciencia de sí y no nos dimos cuenta en qué momento se perdió el horizonte de la solidaridad, del pensamiento límpido, lúcido, que analizaba los fenómenos y criticaba los hechos; se perdió el horizonte que guiaba el pensamiento de aquellos hombres y mujeres que enarbolaron la bandera de la dignidad, de la justicia y de la razón. La diferencia social y el egoísmo es lo que se ha colectivizado y poco importa que la sociedad se consuma (Romero, 1995: 26). 

				Si bien Romero (1995: 27) intenta establecer distancia con esta imagen idealizada de Costa Rica, de la sociedad tranquila y pacífica, democrática e igualitaria,[13] todavía parece existir una añoranza por aquellos “viejos” tiempos mejores. Es decir, parece ser que la construcción del mito democrático en Costa Rica tiene múltiples vertientes y que escapar de esto no pasa solamente por una crítica superficial a ciertos aspectos más salientes, sino que también pasa por hacer una crítica a la forma misma en que se plantean los problemas. Sumado a lo anterior, se puede observar que esta línea de interpretación que gira alrededor de la Costa Rica “antigua”, de eso que se ha perdido en los últimos años, se sostiene a su vez en apelar a condicionantes externos que están haciendo que la democracia caiga en crisis. Esta forma particular de analizar los fenómenos sociales y políticos genera una serie de interrogantes que a lo largo del trabajo de investigación procurarán ser abordados. Por ejemplo, ¿por qué ubicar como causa de los males a circunstancias externas que parecieran estar ajenas al “verdadero carácter” del costarricense? A continuación, con el objetivo de brindar mayores insumos para la discusión, se presentan los trabajos que parten de una mirada más crítica hacia la construcción del mito democrático. 

				El descontento en la “demoperfectocracia”

				Como se mencionó anteriormente, las críticas hacia la democracia costarricense tienen su origen desde principios del siglo XX, principalmente a través de artistas literarios como Yolanda Oreamuno y Mario Sancho. No obstante, a partir de la década de 1970 comienzan a discutirse algunos fenómenos que dan cuenta de problemas al interior de la democracia, no solamente en este momento coyuntural, sino que se plantean como resultados de una serie de condiciones estructurales históricas que han estado atravesando la constitución del Estado nación costarricense. 

				En 1978, Camacho (1978: 87), desde una lectura marxista, plantea que la democracia costarricense es limitada y poco estable, ya que a lo largo del tiempo, desde las épocas de la colonia, ha existido una clase dominante con participación plena en las decisiones políticas y en la formación de la opinión pública, a través del control de los medios de comunicación mayoritarios. Asimismo, Camacho denuncia que existen grandes dificultades para la organización de sectores populares en sindicatos y partidos; y que la participación de los diferentes sectores de la población costarricense en la distribución de la riqueza es cada vez más desigual. 

				Frente a estas problemáticas, Camacho (1978: 88) hipotetiza que el sostenimiento del régimen democrático en Costa Rica se debe principalmente a tres factores, que se combinan de formas diferentes a lo largo de la historia: primero, la presencia de una hegemonía indiscutida de una clase social, de una fracción de clase o de un bloque de fracciones; segundo, el éxito logrado a partir de 1930 de ciertas organizaciones populares en la lucha por ampliar y profundizar libertades democráticas fundamentales; y tercero, la existencia de una salida atenuante de los conflictos sociales que ha actuado como “válvula de escape”.[14] 

				Por lo tanto, Camacho (1978: 89) encuentra que este equilibrio construido a lo largo de los años se comienza a resquebrajar cuando la economía del país se transforma con el objetivo de cumplir los requerimientos demandados por las nuevas configuraciones del desarrollo capitalista, con lo cual, concuerda con Booth (1987), Trejos (1990) y Gutiérrez Saxe (1990) al plantear como una de las causas del descontento con la democracia los cambios en el modelo macroeconómico.

				Sin embargo, Camacho (1978: 120) introduce un elemento que no aparece en las críticas anteriormente mencionadas. Y es el surgimiento de tendencias políticas autoritarias. De acuerdo con el autor, han surgido grupos de la burguesía con aspiraciones poco moderadas que reaccionan de forma cada vez más violenta en contra de la política transformista del Estado, ya que consideran excesivas las contribuciones que les impone para financiar su política social. 

				Por otro lado, Cerdas (1978: 162) observa que esta nueva fracción de clase dominante tiene un carácter contradictorio, ya que recibe críticas desde los sectores populares por un lado, debido a la baja calidad de los servicios y su alto costo; mientras que por el otro, recibe presiones por parte de los empresarios privados para detener el avance del sector público. La respuesta de esta nueva fracción consistió en recurrir a métodos represivos y a fortalecer el aparato de seguridad, que no sólo se ampliaba sino que asumía cada vez más funciones. Cerdas (1978: 163) encontraba en este sector emergente una amenaza clara a la democracia, puesto que estaba desarrollando las condiciones políticas, sociales y represivas necesarias para ser desplazado y sustituido por un poder dictatorial centralizado. De esta forma, si se toma en cuenta lo anterior, no aparece como un dato extraño que en ese mismo año, Schifter (1978: 234) concluya que en Costa Rica la democracia es una democracia a medias: es liberal en cuanto a la participación política de grupos ya constituidos, y represiva cuando se trata de la movilización política de los sectores populares del país. 

				Pocos años después, en un artículo acerca de la desmilitarización en Costa Rica, vuelve a surgir la problemática asociada con grupos económicos emergentes. Høivik y Ass (1981: 346) plantean que este nuevo sector no posee una base económica independiente, sino que está relacionado cercanamente con capital extranjero y demanda una mayor participación en la toma de decisiones políticas. Debido a esto, se presenta como un grupo agresivo económicamente y con tendencias políticas autoritarias. Para los autores, esta situación se complica más si se toma en cuenta que existe una serie de obstáculos para la organización de los trabajadores, principalmente el hecho que los trabajadores públicos no tienen derecho de huelga, ya que ésta se decide en cortes regulares que aplican un marco jurídico estricto y poco flexible.[15] De esta manera, Høivik y Ass (1981: 350) concluyen diciendo que las realidades internas en Costa Rica no corresponden de forma plena con la imagen de tranquilidad proyectada afuera. 

				Esta mirada crítica hacia las limitaciones de la democracia en Costa Rica, se ve profundizada por algunos trabajos en la década de 1990. Rojas Bolaños (1990: 28-29) encuentra que existen serias restricciones para el ejercicio de una democracia más allá de lo procedimental, principalmente por cuatro razones: en primer lugar, el espacio para el disenso es limitado dentro de la sociedad costarricense; en segundo lugar, al igual que lo menciona Høivik y Ass (1981: 346), hay una incapacidad por parte de las élites políticas para aceptar la organización autónoma de los trabajadores de la ciudad y el campo. En tercer lugar, si bien la democracia se ha convertido en un valor para la mayoría de la población, ésta se restringe a la elección de los gobernantes y al funcionamiento de un clima más o menos amplio de libertades públicas; sin embargo, el ciudadano promedio está sujeto a la arbitrariedad en la mayoría de las instituciones, sin derecho a manifestarse o a ser mínimamente atendido: “Hay una buena dosis de autoritarismo en las instituciones de la sociedad, de la familia a la escuela, y de la empresa al Estado; de ello no se salvan las organizaciones populares (sindicatos y otros grupos), que en cierta forma reproducen la democracia formal existente en el plano político” (Rojas Bolaños, 1990: 29). Finalmente, encuentra que el avance de la democracia se ha estancado, principalmente en el plano económico, donde hay evidencias de retroceso. 

				Sojo (1990: 99) critica este énfasis valorativo en el éxito de la democracia procedimental, ya que no solamente amenaza a la democracia en Costa Rica, sino que amenaza la constitución de regímenes democráticos en Centroamérica,[16] que equipararían democracia con juego electoral, dejando de lado el cambio hacia el mejoramiento de las condiciones de vida y trabajo para las mayorías, y la democratización de la sociedad y el Estado en sentido integral. Quesada Monge (1992: 195-196) propone que este excesivo énfasis en lo institucional tiene como consecuencia una democracia que deslegitima el cambio, que se sostiene sobre la complicidad silenciosa de su propia inercia y se autolegitima como excepcional frente al resto de los países centroamericanos.

				 Ahora bien, en 1998 ocurre un evento que enciende las señales de alarma. Es decir, la inercia electoral se rompe. El 2 de febrero de 1998, un día después de las elecciones generales, la situación cambia. Cuando se consideraba un hecho indiscutible que la mayoría de los ciudadanos y ciudadanas iban a asistir a las urnas, se presenta una alteración profunda: se pasó de un abstencionismo promedio de entre 18 y 19 por ciento desde las elecciones de 1962,[17] a un 30 por ciento en las elecciones de 1998. Asimismo, el apoyo electoral para partidos minoritarios[18] se cuadriplicó, al pasar del 2 a más del 8 por ciento y éstos aumentaron en número al pasar de 7 partidos pequeños a 13 (Seligson, 2001: 88-89). 

				Frente a este suceso, se originaron varios intentos de explicación. Entre ellos, se encuentran Rovira Mas (2001: 199) y Cortés Ramos (2001: 236), que si bien difieren en su análisis sobre las consecuencias que esta ruptura pudo generar, diferencia que es propia de la discusión académica que generó este nuevo fenómeno en la política nacional, ambos concuerdan que en la década de 1980 empezaron a suceder transformaciones que estaban impactando una década y media después. Rovira Mas apunta hacia la consolidación del bipartidismo, mientras que Cortés Ramos dirige su atención hacia la serie de conflictos que se dieron entre las élites políticas; sin embargo, ninguno de los argumentos explicativos son excluyentes, sino que dan cuenta de un proceso de transformación dentro de la esfera política y social que se hizo evidente por primera vez en las elecciones de 1998. 

				Para Torres Rivas (2001: 34) existen varias razones que pueden explicar esta ruptura. La primera, es que la fuerza de los mitos se debilita y su crisis alimenta la opinión pública de que la democracia en Costa Rica está gravemente amenazada: “La fuerza de la tradición y de los mitos que alimentaron las viejas estructuras participativas, han perdido eficacia. Su capacidad reconstructiva revierte sus efectos, uno de los cuales es alimentar identidades. Y ni la política, ni la vida cotidiana, hoy día puede basarse en la percepción idílica que favoreció, por ejemplo, el extraordinario rechazo que esta sociedad tiene por los conflictos” (Torres Rivas, 2001: 36). La segunda, es que el sistema político costarricense está retrasado frente a los cambios que la sociedad ha venido atravesando, es decir, las visiones tradicionales, arcaicas del país y la sociedad que el mito nacionalista alimentaba, dejan de corresponderse con la realidad (Torres Rivas, 2001: 34). El autor concluye que el problema fundamental de la democracia costarricense es que no está preparada para el conflicto social, ya que es la única que no se apoyó en el momento de su constitución en un movimiento sindical fuerte en el sector privado, sino que más bien se construyó reprimiéndolo (Torres Rivas, 2001: 38). 

				Seligson (2001: 89) dirige su mirada a una hipótesis alternativa promovida por diversos medios de prensa, la cual indica que las elecciones de 1998 estarían reflejando un cambio fundamental en la dirección de la llamada “centroamericanización de Costa Rica”: “Desde este punto de vista, la excepcionalidad de Costa Rica se habría venido erosionando y el país estaría volviéndose cada vez más como sus vecinos en la región, cuya tradición democrática es mucho más limitada” (Seligson, 2001: 89). Por lo tanto, para Seligson las elecciones presidenciales de 1998 marcaron una ruptura que puso en evidencia el debilitamiento de una creencia generalizada acerca de la democracia en Costa Rica. Para explicar esta ruptura, analiza encuestas de opinión pública realizadas en el periodo 1978-1999, encontrando como hipótesis que en Costa Rica el abstencionismo sólo se da cuando el apoyo al sistema declina, ya que cuando el apoyo al sistema es alto o mediano, la mayoría de los y las costarricenses votan (Seligson, 2001: 97). 

				Seligson (2001: 110) encuentra cuatro elementos que apoyan esta hipótesis. En primer lugar, que este declive en el apoyo al sistema viene de largo plazo. En segundo lugar, que logró producir un grupo de ciudadanos que lograron insertarse en el denominado “umbral del abstencionismo”, con lo cual, el descontento se tradujo en una disminución importante en la asistencia a las urnas. En tercer lugar, que el nivel de apoyo no se encuentra cercano al que correspondería a una situación de crisis, ya que para los datos obtenidos, permanece más alto que el de otros países en América Latina, aunque se esté acercando a muchos desde el inicio de las mediciones en 1978. Por último, Seligson demostró que este declive en el apoyo al sistema afecta a todos los grupos etáreos, de manera que no se trata de un efecto por edad, ni de cohorte, aunque sí se trata de un efecto por el periodo. Con lo cual, concluye que Costa Rica se ha enredado en una paradoja fundamental: los ciudadanos se han venido involucrando en una relación amor-odio respecto del Estado (Seligson, 2001: 113). 

				Desde otra vertiente de análisis, Mora Alfaro (2001: 121) plantea que esta “situación de malestar” generada en Costa Rica, que se ha traducido en un creciente desencanto político, tiene su base en que existe una impresión generalizada de demandas no atendidas y de aspiraciones no alcanzadas debido al debilitamiento del Estado de bienestar que imperó antes de la década de 1980. La desestabilización de la economía y otras instituciones mayoritarias, se agudizaron después de 1982. Durante ese periodo se agravó el desempleo, la inflación y aumentó la dependencia económica de organizaciones transnacionales como el Banco Mundial (BM), Fondo Monetario Internacional (FMI) y de países como los Estados Unidos de América(Lauderdale, 1996: 237). 

				La prolongada transición que se ha dado entre un modelo de desarrollo fundamentado en una activa y extendida intervención del Estado y un nuevo modelo de apertura y liberación económica, ha implicado que éste no sea compartido por todos los actores sociales. De acuerdo con Mora Alfaro (2001: 122), en Costa Rica se mantiene la confianza de los ciudadanos en la democracia y en sus condiciones básicas de funcionamiento, pero esto no parece ocurrir con las condiciones socioeconómicas. Para el autor no habría elementos para decir que existe una crisis de la democracia en Costa Rica, pero sí se puede observar un paulatino deterioro del sistema político y de la calidad de la democracia. Por lo tanto, para Mora Alfaro estos procesos colocan el tema de la definición del modelo como la principal causa de la incertidumbre y el malestar que manifiestan sentir los costarricenses (Mora Alfaro, 2001: 123): “El temor y la resistencia de la gente puede explicarse por la aplicación de políticas y medidas cuyas consecuencias se manifiestan en el deterioro de su calidad de vida o en las limitaciones a la movilidad social” (Mora Alfaro, 2001: 127). 

				Por consiguiente, Mora Alfaro (2001: 134) plantea que no es conveniente señalar que exista una crisis de la democracia en Costa Rica, entendida en términos de régimen, sino que hay un deterioro de las condiciones socioeconómicas que la sustentan, por lo tanto, se percibe un debilitamiento de la calidad de la democracia. Esto tiene como consecuencia que se menoscabe la cohesión social, que puede llevar a una pérdida de adhesión del ciudadano(a) al sistema social. 

				Raventós Vorst (2001: 376) concuerda con Mora Alfaro cuando pone la mirada de su análisis en las condiciones bajo las cuales se ha realizado el desplazamiento de un modelo de Estado de bienestar a un modelo neoliberal. La autora plantea que este proceso se ha realizado a través de políticas acentuadamente elitistas, con escasa participación de grupos ciudadanos. Es decir, las negociaciones del equipo económico costarricense con los organismos internacionales no circularon entre la opinión pública, lo que implicó un desconocimiento profundo por parte de los ciudadanos y de las ciudadanas de las reformas que se estaban discutiendo. Asimismo, esto prueba lo prevalecientes que son los mecanismos corporativos favorables a los grupos empresariales, que fueron característicos del periodo histórico anterior a la década de 1980: “Los procedimientos institucionales de gestión y aprobación de las políticas de ajuste contienen en sí mismos mecanismos de soslayo de las formas políticas democráticas” (Raventós Vorst, 2001: 376).

				Pérez Brignoli y Baires Martínez (2001: 151) profundizan en su análisis y encuentran que lo que antes era un juego incesante de “voz” y “lealtad”[19] entre los partidos políticos y las organizaciones de la sociedad civil, oscilantes entre consenso y conflicto, se ha convertido en un monólogo de la élite política consigo misma. La hipótesis de los autores es que esta situación de “anomia” tiene que ver con una falta de liderazgo político y la ausencia de un verdadero proyecto de desarrollo nacional: “La crisis del sistema político puede también atribuirse a la falta de liderazgo o, dicho de otro modo, al agotamiento de la élite política, carente de ideales, corroída por la corrupción y falta de dirigentes verdaderamente atractivos” (Pérez Brignoli y Baires Martínez, 2001: 151). 

				La consecuencia más evidente de esta crisis es que ha habido un aumento de las tensiones sociales, aunado a que la mayoría de los habitantes del país no ocultan sentimientos de frustración y desamparo (Pérez Brignoli y Baires Martínez, 2001: 149). Finalmente, al igual que los autores anteriores, Pérez Brignoli y Baires Martínez concluyen que hay un desfase entre los cambios socioeconómicos iniciados en la década de 1980, el sistema político y la práctica de la política (2001: 153). 

				Con base en la percepción de que hay una indefinición del modelo macro económico, Solís Avendaño (2006: 7) plantea que el argumento de la inmovilidad y del estancamiento, ha sido una pieza central del discurso de los aperturistas y de los ideólogos del mercado al cierre del siglo XX. Aunque no solamente ha sido utilizado por este sector, sino que también hay sectores de la ciudadanía que reclaman la falta de un liderazgo personificado en hombres capaces y valientes (Solís Avendaño, 2006: 51) que dirijan a Costa Rica hacia el camino de la inversión internacional y el libre mercado.[20] 

				Por consiguiente, a finales del siglo XX y comienzos del XXI asoma la figura de una sociedad que no tiene dirección ni centro, sin ejes económicos y sociales sólidos, atravesada por fuerzas múltiples que luchan por conseguir, mantener y extender beneficios y posiciones (Solís Avendaño, 2006: 20): “A comienzos del nuevo milenio, el mercado tomaba cuerpo en una economía que tenía la forma de un conjunto de remolinos desconectados. No nos convertimos en una sociedad o una cultura del turismo, ni de la tecnología de punta, ni de la maquila, a pesar del peso económico de estas actividades. La nueva base económica se mostraba frágil, desarticulada y vulnerable”. De acuerdo con Solís Avendaño (2006: 58), esta situación deja al país con el crecimiento más alto de desigualdad en la región, lo cual denuncia la existencia de cambios sociales que distancian de formas de convivencia pacíficas y democráticas. 

				Como se puede observar, la mayoría de los autores y autoras apuntan hacia condiciones histórico políticas y sociales anteriores a la crisis de 1980 como antecedentes de lo que se ha agravado en los últimos treinta años. Es decir, la presencia de una mayor desigualdad, falta de confianza en instituciones y en la élite política en general, la presencia de vetas autoritarias en la sociedad y el aumento del descontento solamente se pueden ubicar dentro de una lectura que incluya la historia como parte fundamental de la construcción de la noción de la democracia en Costa Rica. Así como la producción académica parece tener dos vertientes mayoritarias de explicación, la historia parece contar múltiples narrativas acerca de cómo se desarrolló Costa Rica como Estado nación. Para efectos expositivos, se dividirá en dos grandes líneas, la primera corresponde a la narrativa de una Costa Rica con un pasado colonial propicio para el desarrollo democrático, mientras que la segunda procura una visión más crítica de esta colonia de ensueño propuesta por los primeros.

				
					
						[1]	La Freedom House es una Organización no gubernamental estadounidense con sede en Washington dc y con oficinas en cerca de una docena de países.

					

					
						[2]	1 en derechos políticos y 1 en libertades civiles. 

					

					
						[3]	La base de datos Polity IV cubre los mayores Estados independientes en el sistema global (definidos como Estados con una población total mayor de 500 000 habitantes o más en el último año, actualmente son 162 países) a través del periodo 1800-2007. El proyecto constantemente monitorea cambios en los regímenes de todos los países participantes. 

					

					
						[4]	Dictadura de los hermanos Tinoco en 1917 y la Guerra Civil en 1948. 

					

					
						[5]	“Costa Rica, which has been a stable democracy for decades and regularly ranks near the top of democracy indices reported by Freedom House… has nonetheless experienced since 1998 a sharp decline in voter turnout and declines in political legitimacy as measured by several surveys” (Booth y Seligson, 2005: 538). 

					

					
						[6]	Por ejemplo, el rechazo popular del pacto legislativo Calderón-Figueres en 1995 (este pacto implicó una coalición entre los partidos mayoritarios, Partido Unidad Social Cristiana [PUSC] y Partido Liberación Nacional [PLN], que a partir de ese acuerdo iban a ser conocidos por la opinión pública como PLUSC), masivo repudio al “combo energético” en marzo-abril de 2000 (contra de la privatización del sector telecomunicaciones y electricidad), huelgas regionales en Limón, bloqueos locales de carreteras, la polarización del país producto del referéndum para aprobar el Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos de América (Cafta), entre otros. Ahora, si bien se podría cuestionar que el aumento en el abstencionismo electoral y en las movilizaciones políticas no necesariamente implica que la democracia liberal procedimental, en tanto régimen político, se encuentra en crisis, lo que sí parecen denunciar estos hechos es que existen sectores de la sociedad que encuentran límites en el modelo, principalmente en su capacidad de resolver conflictos y necesidades. De esta forma, lo que podría resultar preocupante, es que estas acciones pueden estar denunciando una merma en la legitimidad que tiene este modelo de democracia dentro de algunos sectores de la población.

					

					
						[7]	En este punto es necesario aclarar que no se pretende dar una lectura exhaustiva a toda la producción académica acerca de la democracia en Costa Rica. Solamente se presentan los trabajos más relevantes dentro de la temática. 

					

					
						[8]	Esta discusión se profundizará en el apartado correspondiente al contexto histórico. 

					

					
						[9]	“Costa Rica is often viewed as unique among Latin American nations because its contemporary political institutions have evolved from a colonial tradition of egalitarian rural life, civilian rule, relatively equal land distribution, ethnic and racial homogeneity, and longstanding electoral integrity. History reveals a more complex reality that substantiates some —but not all— of the Costa Rican myth” (Booth, 1987: 43).

					

					
						[10]	Desde finales de la década de 1970 hasta inicios de la década de 1990 el resto de Centroamérica estuvo envuelto en conflictos militares. 

					

					
						[11]	“Costa Rica es un país pequeño con una historia única. Su evolución política es muy diferente a la mayoría de naciones latinoamericanas. La cultura política también es distinta” (Furlong, 1994: 142). 

					

					
						[12]	Esta referencia a lo “nuevo” o a lo “poco convencional” se sustenta en una lectura de la democracia costarricense asociada al mito de la paz y la estabilidad social. Furlong parece olvidar periodos de conflicto social y político en los cuales estas estrategias de lucha fueron fundamentales, como el acaecido previo a la Guerra Civil de 1948.

					

					
						[13]	“Una vida tranquila, sin conflictos, pacífica, donde sus ciudadanos escogen todos, cada cuatro años, a su presidente, a lo largo de una `fiesta cívica´: esta es la imagen bastante idealizada que se ha generado a la conciencia colectiva del pueblo y ha sido la carta de presentación al mundo exterior, y que hoy es utilizada para la atracción turística, como nueva mercancía que tenemos para la exportación” (Romero, 1995: 21). 

					

					
						[14]	Camacho califica de válvula de escape la particularidad de que al existir la pequeña propiedad, el colonato u otras formas de propiedad privada, propiciaron el surgimiento de un “semiobrero”, que además de trabajar en el campo o en otros sectores, podía tener ingresos adicionales, con lo cual se impedía el surgimiento de una pobreza aguda (Camacho, 1978: 95). Esta salida atenuante será trabajada más en profundidad en el siguiente apartado. 

					

					
						[15]	Es más grave la situación de los empleados privados, ya que, debido a una legislación restrictiva, en la práctica tienen prohibido el derecho de sindicalización y de huelga (Confederación Sindical Internacional, 2007). 

					

					
						[16]	En 1990 la región se encontraba atravesada por procesos de transición a la democracia, principalmente en Guatemala, El Salvador y Nicaragua. 

					

					
						[17]	Con excepción de 1974 cuando fue del 20 por ciento y de 1982 cuando fue del 21 por ciento (Seligson, 2001: 88). 

					

					
						[18]	Oficialmente, desde 1982 el modelo partidario en Costa Rica se planteaba como bipartidista, aunque en términos no oficiales esta división parece consolidarse desde 1953: “en la realidad notamos claramente que en Costa Rica, desde las elecciones de 1953, lo que ha existido es una división entre lo que podríamos llamar `liberacionismo´ y `antiliberacionismo´” (Aguilar Bulgarelli, 1978: 76). 

					

					
						[19]	En términos de Hirschman. 

					

					
						[20]	Esta demanda no solamente se realiza por parte de la población en general, sino que aparece en discusiones académicas que resienten la falta de liderazgo. Como se verá en el próximo apartado, esta demanda tiene raíces históricas en la constitución de la relación entre el poder político y la ciudadanía.

					

				

			

		


		
			
				Capítulo II 
Contexto histórico

				Con el objetivo de brindar mayor profundidad a la discusión objeto de esta investigación, a continuación se presentan algunos trabajos que refieren a la historia de Costa Rica como Estado nación. Es importante recalcar en este punto, que no se persigue dar cuenta de la totalidad de la producción académica al respecto o dar una mirada históricamente “certera” de los eventos que se relatan, sino que se procura trazar líneas narrativas que puedan dar cuenta de la retórica y de los argumentos utilizados alrededor del concepto de democracia. Por lo tanto, esto no implica que se tenga como objetivo dirimir la veracidad o falsedad de las narrativas históricas, así como tampoco pretender reconstruir una serie de acontecimientos que puedan pensarse como la “verdadera” historia. Al contrario, se parte de una visión formalista de la historia, entendiendo la obra histórica en los términos que plantea White (2005: 9): como una estructura verbal en forma de discurso en prosa narrativa. De acuerdo con este autor, las historias (porque no se puede plantear una única historia) combinan de una forma particular conjuntos de datos, así como conceptos teóricos para “explicarlos”, junto con una estructura narrativa particular que, sumados, generan un relato que articula una serie de acontecimientos que supuestamente ocurrieron en tiempos pasados. La obra narrativa tendría un contenido estructural profundo, la cual, en términos de White (2005: 9) tiene un carácter de naturaleza poética, que atravesaría cualquier intento de interpretación de especie “histórica”. 

				La importancia de retomar esta forma particular de estudiar la obra histórica radica en que brinda herramientas para comprender el surgimiento de narrativas opuestas que, al procurar dar explicación a un problema común, toman caminos diferentes en el intento de dar cuenta de cuál fue el proceso de desarrollo de la construcción de la nación en Costa Rica. Por consiguiente, la intención es realizar la lectura de las distintas obras históricas tomando como fundamento el planteamiento de White (2005: 14), pensándolas como “una estructura verbal en forma de discurso de prosa narrativa que dice ser un modelo, o imagen, de estructuras y procesos pasados con el fin de explicar lo que fueron representándolos”. 

				En un primer apartado, me concentro en exponer los trabajos que contribuyeron de una u otra forma a sustentar la creencia en un mito democrático, en un país idílico que tiene como destino la democracia. En un segundo apartado, introduzco las versiones más críticas hacia la historia costarricense. Estas construcciones críticas parecieran tener un avance considerable en el tiempo, es decir, si bien comienzan siendo lecturas críticas desde la izquierda en los años de 1970, posteriormente grupos de autores elaboran estudios en profundidad de lo que se ha denominado el mito democrático, a través de un análisis histórico que plantea que este mito ha sido parte de un proyecto político con raíces cercanas a la Independencia, que si bien se ha desplazado en el tiempo y se han modificado algunos de sus exponentes, conserva un núcleo duro acerca de lo que significa la democracia en Costa Rica. Esto implica, desde ya, un indicio importante para sustentar que pareciera existir un resquebrajamiento del mito democrático en el país. 

				Había una vez…

				En este apartado, se recuperan los trabajos históricos de varios autores que se dedicaron a explicar el surgimiento de la democracia en Costa Rica a partir de una creencia en la excepcionalidad costarricense. En un primer momento, se exponen los trabajos que encuentran como explicación el desarrollo de una cultura política producto de unas condiciones coloniales particulares, que darían pie al surgimiento de una visión de mundo particular acorde con el desarrollo de un pensamiento democrático. En este punto me concentro mayoritariamente en los trabajos de los historiadores Chester Zelaya (1978) y Oscar Aguilar Bulgarelli (1978), entre otros. En un segundo momento, se analiza brevemente la construcción de la institucionalidad democrático electoral a partir del trabajo reciente del historiador Iván Molina (2004), el cual, si bien toma en cuenta que hubo períodos de amplia injerencia de los militares en la toma de decisiones, encuentra que desde épocas tempranas se desarrolla una cultura electoral local que actuaría como basamento para la democracia contemporánea en Costa Rica. 

				De acuerdo con Lehoucq (1996: 330) existen diferentes enfoques que explican el desarrollo democrático en Costa Rica; algunos apuntan a su cultura política particular, otros argumentan que ha sido debido a una estructura de clases relativamente igualitaria que derivó en un desarrollo económico homogéneo, mientras que otros lo explican a partir de características propias de la sociedad costarricense como las causas de su comportamiento político. 

				Sin embargo, Lehoucq (1996: 331) retoma los relatos que realizaron algunos observadores extranjeros y nacionales que concuerdan en afirmar que la excepcionalidad de la política costarricense deriva de su experiencia atípica durante el periodo colonial. Siguiendo al autor, la ausencia de una población indígena numerosa y la falta de recursos minerales hicieron que Costa Rica fuera poco atractiva para el asentamiento español. Por esta razón, aquellos que vivían en Costa Rica desarrollaron una sociedad rural igualitaria que se convirtió en el ideal fundacional de un gobierno democrático. Esta misma visión es compartida por Furlong (1994: 122), quien argumenta que desde la Independencia en 1821, Costa Rica desarrolló de forma paulatina un sistema electoral abierto y competitivo, con un electorado siempre en crecimiento.[1] 

				Zelaya (1978: 9) apoya estas afirmaciones con una cantidad amplia de relatos de personas extranjeras y nacionales que dan cuenta de ciertas cualidades “especiales” que posee el “ser” costarricense. Entre esos testimonios, se encuentra el perteneciente a Manuel José Arce, el primer presidente de la Federación Centroamericana,[2] quien nunca visitó Costa Rica; sin embargo afirmaba que:

				Costa Rica, dice, en donde verdaderamente han gobernado funcionarios que tienen virtudes republicanas: Costa Rica, que cuerdamente se ha eximido todo lo posible de los males de la revolución y que se encuentra sin el oprobio de los bienes que han cogido los jefes revolucionarios, es la porción de Centro América que, en mi concepto, y según el juicio de las personas imparciales, que conocen nuestras desgracias, merece los encomios que siempre acompañarán a los pueblos virtuosos (citado por Zelaya, 1978: 10, cursivas en original). 

				Otro de los testimonios que enfatiza la diferencia de los costarricenses respecto de sus vecinos, es el otorgado por Rafael Francisco Osejo,[3] el cual planteaba en 1833 que Costa Rica gozaba de tener habitantes pacíficos y laboriosos que han aprovechado las coyunturas favorables que les ha presentado la Providencia, con lo cual ha conseguido escapar de la anarquía y, así, ganar un lugar en el “Catálogo de los Pueblos sensatos” (Zelaya, 1978: 11).[4]

				En esa época, es cuando se empiezan a gestar posibles explicaciones para este supuesto desarrollo tan desigual de Costa Rica en comparación con los demás pueblos de Centroamérica e inclusive de América Latina. Una de las razones que más se enfatizó por parte de los viajeros extranjeros y que fue retomada por algunos historiadores, fue la relacionada con la “pureza racial” del costarricense, con ese predominio de “sangre española” en la mayoría de la población (Zelaya, 1978: 12).[5] 

				Aguilar Bulgarelli (1978: 28), por su parte, plantea que la historiografía costarricense va a promover una visión romántica de los tiempos de la colonia, en la cual, al igual que la que realiza Lehoucq (1996: 331), se propone que la ausencia de minas hizo que Costa Rica se caracterizara durante el siglo XVII por su pobreza. A esta característica le agrega otro elemento que a largo plazo va a resultar fundamental para explicar el desarrollo de la democracia costarricense: el aislamiento. De acuerdo con esta visión romántica, en el Valle Central se diseminaron las familias pobres formando sus fincas o “haciendas”, lo que conllevó el surgimiento de una personalidad individualista y huraña, características que, según el autor, son propias del costarricense: 

				Precisamente fue este colono el que va a dar origen al campesino costarricense, al labriego. Orgulloso de su pequeña propiedad, abnegado y pacífico dentro de su temperamento huraño, pero temeroso a todo lo que representa una novedad, rebelde al pago de tributos y reacio e indiferente en los asuntos de administración colonial. Este es precisamente el hombre que, a la postre, tendría que organizar política, económica, social y culturalmente a Costa Rica (Aguilar Bulgarelli, 1978: 28). 

				Aunque Aguilar Bulgarelli (1978: 29-30) argumente que esta visión romántica democrática no concuerda con una realidad marcada por la diferencia étnica, ya que había presencia de esclavitud y segregación racial,[6] el autor sigue defendiendo la tesis de que la singularidad democrática de nuestro país tiene sus raíces clavadas profundamente en la colonia. Para Aguilar Bulgarelli (1978: 33-34) la educación cívica del costarricense se explica a partir de un aprendizaje heredado por el colono de defensa de la libertad, es decir, no procede del uso de los derechos, sino más bien de ese carácter desarrollado en el aislamiento que privilegiaba el individualismo y la libertad.[7] Este razonamiento en sí conlleva una paradoja, ya que por un lado se critica esta visión romántica del desarrollo democrático pero, por el otro, se retoma su principal consecuencia (el desarrollo de un tipo particular de personalidad “nacional”) para sustentar así una práctica particular política.

				Para este autor, fue ese amor a la libertad que conllevó a que la institución del cabildo fuese fundamental en la constitución del Estado posterior a la Independencia, lo que tuvo como consecuencia la constitución de la Junta de Legados de los Ayuntamientos y la Junta de Legados de los Pueblos[8] (Aguilar Bulgarelli, 1978: 34). De esta manera, se introduce en la narrativa uno de los elementos que van a marcar la excepcionalidad costarricense respecto de los otros pueblos centroamericanos, ya que, de acuerdo con el autor, mientras en otras latitudes del continente surgían caudillajes bárbaros, en Costa Rica las instituciones se encauzaban a través de un sistema democrático, con representación popular a través del sufragio (Aguilar Bulgarelli, 1978: 35).

				Lo anterior, se explica a partir de que la democracia se implantó como una forma de vida en el costarricense, en palabras de Aguilar Bulgarelli (1978: 35): “para el costarricense, la democracia es un profundo sentimiento, que ha permanecido vivo y palpitante a través de la Historia de Costa Rica desde 1821”.

				En su avance por la narrativa de la historia costarricense, Aguilar Bulgarelli (1978: 38) encuentra otro punto sobre el cual se sustenta su democracia: la educación.[9] La apertura de centros de enseñanza rápidamente después de la independencia, tuvo como consecuencia, a juicio del autor, que en Costa Rica se educara para la democracia, en tanto fue el sistema político elegido libremente por el pueblo. 

				Otro elemento saliente en esta narrativa es el lugar que se le otorga al café como impulsor del desarrollo. Para Aguilar Bulgarelli (1978: 38), el café[10] fue un factor determinante en la evolución de la estructura social costarricense. Es a partir del auge cafetalero, cuando se va a constituir la oligarquía cafetalera en detrimento de pequeños agricultores, con lo cual se va a producir una mayor división social en Costa Rica. Surge la figura del “peón”, antiguo propietario y ahora trabajador en los “beneficios” de café; así como aparece también la figura del “Gamonal”, elemento importante para el posterior desarrollo de la democracia en Costa Rica, ya que con su poder económico influye directamente en la política local y nacional (Aguilar Bulgarelli, 1978: 39). 

				Esta oligarquía cafetalera naciente va a empezar a aparecer en la vida política a finales de la primera mitad del siglo XIX. De acuerdo con el autor, el tipo de gobernante patriarcal comienza a desaparecer y culmina con el gobierno del Dr. José María Castro Madriz. La llegada al poder de Juan Rafael Mora Porras (1849-1859) y su posterior destitución vía golpe de Estado estuvieron marcados por la influencia de la oligarquía cafetalera en el poder (Aguilar Bulgarelli, 1978: 40-41). 

				Para este autor, los procedimientos democráticos fueron seriamente dañados durante este periodo. La oligarquía cafetalera, en alianza con los cuadros militares del país, imponía al gobernante de turno a través de golpes de Estado. Sin embargo, Aguilar Bulgarelli (1978: 42) interpreta el golpe de Estado del 27 de abril de 1870 como un duro revés para los intereses de los cafetaleros, ya que Tomás Guardia, militar contratado para ejecutarlo, decide quedarse en el poder por espacio de doce años, con lo cual la oligarquía cafetalera es totalmente desplazada del gobierno y se inicia el período de los gobiernos liberales. Es en este momento que Aguilar Bulgarelli observa el nacimiento de una incipiente clase media que marcará los acontecimientos en los años siguientes. 

				De acuerdo con este historiador, en 1889 se da lo que se conoce como la “epopeya de la democracia costarricense”, ya que fue la primera vez en la que el pueblo costarricense participa más activamente en la designación del Presidente de la República, demostrando que tenía “madurez” suficiente para hacer respetar la voluntad popular[11] (Aguilar Bulgarelli, 1978: 43).

				Furlong (1994: 122), en épocas más recientes, comparte esta lectura acerca del desarrollo de la democracia en Costa Rica. Para el autor, desde el establecimiento de la Constitución de 1871, el país ha progresado de forma constante hacia gobiernos más democráticos: “Para 1889, empezaron a practicarse de manera más amplia procedimientos e instituciones democráticos. Desde entonces, los gobernantes democráticos han predominado en la historia de Costa Rica; sin embargo, el sistema moderno de democracia rige desde los años 1950”.

				Ahora bien, entrando al siglo XX, Aguilar Bulgarelli (1978: 44) plantea que los primeros treinta años del siglo se vieron marcados por la influencia preponderante de dos figuras políticas: Lic. Cleto González Víquez y el Lic. Ricardo Jiménez Oreamuno.[12] De acuerdo con este autor, en esta etapa lo que imperó fue un “neopatriarcalismo” (Aguilar Bulgarelli, 1978: 49) sostenido por las capas fuertes de la sociedad costarricense, encubierto por ciertos rasgos liberales: sufragio, libertad de expresión, anticlericalismo, entre otros. 

				Es en este periodo cuando Aguilar Bulgarelli (1978: 62) deja entrever que existía una apatía generalizada en la población, especialmente respecto del poder político, ya que, según este historiador, desde el cierre de la Universidad de Santo Tomás[13] se careció de un proyecto educativo que propiciara el pensamiento crítico. De esta afirmación se puede desprender la suposición de que, en esa época, solamente las personas con un alto nivel socioeconómico podían aspirar a una formación universitaria. Este supuesto se sustenta en la afirmación de Aguilar Bulgarelli de que frente al ocaso de estas dos figuras políticas, que habían mantenido una dictadura intelectual y política sobre los costarricenses, estos últimos se sintieran desprotegidos. A esta coyuntura, el autor la va a denominar como el fin del periodo liberal, el cual se da con el último periodo del Lic. Ricardo Jiménez, en 1936. 

				Ahora bien, esta afirmación parece no encontrar asidero dentro de la propia narrativa histórica de Aguilar Bulgarelli, ya que para la misma época, el historiador documenta el surgimiento de los primeros movimientos sociales en Costa Rica. Por tanto, si se describe el paisaje de una sociedad costarricense sin un pensamiento crítico, sin instituciones de educación superior y bajo el comando casi “dictatorial” de dos figuras políticas, ¿cómo se puede explicar el desarrollo de movimientos sociales marxistas y reformistas? Una posible respuesta a este interrogante tendría que plantear que esta supuesta “ignorancia” no era tal, sino que existía una serie de discusiones políticas en el ambiente y que respondía a la coyuntura histórico social de la época. 

				Aguilar Bulgarelli (1978: 51) documenta como una de las primeras expresiones de movimientos sociales la manifestación de simpatía que realiza la Sociedad de Ebanisteros y Carpinteros en 1917 hacia la Revolución Rusa. Sin embargo, para este historiador los primeros movimientos “serios” del siglo XX, hicieron su aparición con la fundación del Partido Reformista, fundado por el general Jorge Volio.[14] Los principios que defendía este partido era la modificación a través de conquistas y cambios de la Constitución Política, inspirado principalmente en las encíclicas Rerum Novarum de León xiii y en el Código Social de Malinas del Cardenal Mercier (Aguilar Bulgarelli, 1978: 52). A pesar de que hubo intentos solapados de establecer alianzas con algunos de los principales partidos de la época, éstas no son exitosas y Volio organiza un levantamiento contra el gobierno en 1926, que no es apoyado por el pueblo, con lo cual, poco después, Volio es capturado. Debido a esto, el Partido Reformista, en palabras de Aguilar Bulgarelli (1978: 55), queda sin cabeza dirigente y, por tanto, el movimiento huérfano.[15] Nuevamente se introduce el fantasma de la figura del líder en el sostenimiento de una narrativa particular acerca de la cultura política costarricense, caracterizada por la añoranza de figuras fuertes dentro de los partidos que sean líderes y visionarios.[16] Esta forma particular de articular la narrativa, tiene como consecuencia que Aguilar Bulgarelli (1978: 58) observe en la figura de Volio como líder del Partido Reformista a un personaje con una misión incompleta: “Su misión quedó incompleta, pero hay que reconocer que fue el primer movimiento de tipo social, que se interesó por sacar a los `políticos´ costarricenses y al país en general, de la modorra en que habían caído”. 

				En este punto, la línea de causalidades históricas propuesta por Aguilar Bulgarelli adquiere mayor complejidad (o simplicidad). Parece dar por causa del fortalecimiento del Partido Comunista la caída del movimiento reformista: “Después del fracaso del reformismo de Jorge Volio, como ya hemos dicho, el Partido Comunista, tomó un gran vigor que lo hizo ascender a los primeros planos de nuestra política” (Aguilar Bulgarelli, 1978: 58). Ya para 1931, el Partido Comunista adquiere mayor relevancia en la esfera política y adquiere el nombre de Bloque de Obreros y Campesinos. Dentro de sus filas se encontraban reconocidos personajes de alto valor intelectual en Costa Rica, como la escritora Carmen Lyra[17] (Aguilar Bulgarelli, 1978: 58).

				Sin embargo, en este punto nuevamente Aguilar Bulgarelli antepone la condición de país pacífico e igualitario en su análisis del movimiento comunista en Costa Rica. Es decir, nuevamente surge la paradoja de una historia que pretende constituirse como objetiva al intentar trazar una narrativa con base en acontecimientos, pero que tiene un profundo contenido ideológico de por medio, del cual el autor no parece escapar. Para Aguilar Bulgarelli (1978: 59): “El pretender esa lucha de clases, esa revolución violenta en Costa Rica, es simplemente desconocer la realidad costarricense, nuestras tradiciones, `nuestra manera de ser´, que por convicción desprecia, rechaza, todo lo que es violencia y agresión”. 

				En 1934 ocurren dos eventos importantes que tienen como protagonista al Partido Comunista. El primero, es que logra elegir dos diputados[18] en las elecciones de ese mismo año, ya bajo el nombre de Bloque de Obreros y Campesinos. Esto ocasiona preocupación en sectores conservadores, ya que veían en aquel acontecimiento la proyección de una inconformidad del pueblo y su descontento por el desempleo imperante en ese momento (Aguilar Bulgarelli, 1978: 60). El segundo evento, es la Huelga Bananera del Atlántico, que tuvo como protagonistas a los trabajadores de la United Fruit Company. Aguilar Bulgarelli (1978: 61) define a la participación del Partido Comunista como intensa en sus intenciones disociadoras y revolucionarias. Frente a este evento, el presidente en ese periodo, el Lic. Ricardo Jiménez, envía a las fuerzas armadas a reprimir la huelga, que culmina en un fuerte enfrentamiento entre el ejército y los huelguistas en la comunidad de 26 millas, en la cual pierden estos últimos y obligan a reanudar las labores. 

				El balance que Aguilar Bulgarelli (1978: 64) brinda de la época, consiste en afirmar que ya para ese momento había un avance democrático claro, a partir de una depuración del sufragio y la libertad de acción de los partidos. De acuerdo con este autor, a pesar de la existencia de partidos de extrema derecha o de izquierda, éstos se valían de esta estructura y del uso de las libertades políticas para realizar su campaña proselitista en contra del sistema, que define no como el resultado de un breve periodo histórico, sino que nuevamente argumenta a favor de una evolución que tuvo su origen desde los años de la Colonia: “Costa Rica escogió el camino de la democracia por razones eminentemente históricas. La forma de actuar y pensar que el costarricense estructuró durante el periodo colonial, le impuso la mentalidad que luego iría a ser básica en la organización democrática del nuevo estado” (Aguilar Bulgarelli, 1978: 64-65). 

				De esta forma, el autor sintetiza su narrativa histórica a partir de los elementos mencionados anteriormente como constituyentes de una evolución democrática. Para Aguilar Bulgarelli (1978: 65), la constitución de un régimen democrático ya estable políticamente en esta época, se debía a dos factores fundamentales: por un lado el papel de la educación en la promoción de los ideales democráticos y, por el otro, plantea que existió desde la época colonial una aceptación espontánea del sistema por parte del pueblo costarricense. Por esta razón, es que el autor no encuentra nicho bajo el cual las fuerzas “antidemocráticas” (que se puede suponer que se refiere a los partidos de izquierda y extrema derecha) puedan cambiar la actitud y la mentalidad del pueblo costarricense. 

				Finalmente, Aguilar Bulgarelli encuentra que la Guerra Civil de 1948, en lugar de debilitar el sistema democrático en Costa Rica, lo fortaleció y mejoró. Para este autor, la Junta de Gobierno encabezada por José Figueres Ferrer, inició una nueva etapa en el país, en el aspecto electoral, ya que se incluyó en la nueva Constitución política aspectos vitales para el fortalecimiento del régimen democrático (Aguilar Bulgarelli, 1978: 66).[19] 

				Con base en lo anterior, es que el autor concluye que Costa Rica ha logrado orientarse por el camino del progreso económico, social, cultural y político dentro de la democracia (Aguilar Bulgarelli, 1978: 75).[20] 

				Ahora bien, en esta narrativa presentada por Aguilar Bulgarelli saltan a la vista dos rasgos fundamentales. En primer lugar, se parte de la tesis de que existe una cultura política en Costa Rica favorable a la implementación de un régimen democrático estable, que proviene desde la temprana etapa de la Colonia. Su recuperación de eventos e interpretaciones apuntan a pensar en una especie de excepcionalidad de los sujetos costarricenses, anclada en una educación superior a la de los vecinos centroamericanos y a un “carácter” particular del costarricense, que le otorga la capacidad racional de pensar y actuar de forma democrática. Este supuesto se conjuga con el segundo rasgo fundamental, el cual surge de repensar los periodos de conflicto como pequeños escollos dentro de una línea de desarrollo democrático que parece inmutable. Es decir, estos conflictos solamente se leen desde una perspectiva según la cual éstos contribuyeron a una mejoría sustancial de los procesos democráticos, no se perciben como coyunturas específicas que denunciaban la presencia de inequidades o de conflictos entre fuerzas políticas. Es bajo esta misma lógica, que Molina Jiménez (2004), en un trabajo más reciente, intenta dar cuenta del desarrollo de una institucionalidad democrático electoral, que parece surgir desde la Independencia. 

				Molina Jiménez (2004: 52) basa su argumentación en proponer dos períodos fundamentales en la constitución de la democracia en Costa Rica, hasta 1948. Para este autor, las críticas que se hacían en la década de 1930, personificadas por Yolanda Oreamuno[21] y Mario Sancho[22] no tenían mayor sustento, puesto que carecían de un análisis de los comicios, sus trasfondos y conexiones complejas con la sociedad, la cultura y el Estado (Molina Jiménez, 2004: 53).[23] 

				Por consiguiente, con base en un análisis de estos elementos, Molina Jiménez (2004: 51-52) establece dos períodos en la formación de la democracia previo a los acontecimientos de la Guerra Civil de 1948. El primer periodo, ubicado entre 1821 y 1885-1889, lo define como protodemocracia; estaba caracterizado por iniciativas y cambios experimentales, en algunas ocasiones, contradictorios. Sin embargo, el autor plantea que aun dentro de esta inestabilidad, surgieron una serie de prácticas electorales sistemáticas a nivel legislativo y municipal que contrastaban con el carácter autoritario de las prácticas electorales presidenciales (Molina Jiménez, 2004: 54). Por esta razón, es que Molina Jiménez (2004: 51) le adjudica el prefijo “proto”, en tanto interpreta que se desarrollaron tendencias que favorecían un resultado democrático, pero únicamente como posibilidad y no como un destino en sí. 

				Esto lo justifica a partir del análisis político electoral del periodo, sobre el cual genera tres argumentos fundamentales: primero, es que únicamente durante tiempos breves el país estuvo gobernado sin Constitución, siendo el más prolongado el lapso entre 1876 y 1882 cuando estuvo suspendida la Constitución de 1871; segundo, que las prácticas electorales a nivel legislativo y municipal no desaparecieron, a pesar del carácter autoritario de muchos gobiernos de ese periodo; y tercero, si bien tras la aprobación de las Constituciones de 1841, 1844 y 1848 se restringió el derecho al sufragio, al establecer requisitos económicos a los votantes, en la mayor parte del periodo el sistema electoral funcionó con base en el sufragio masculino universal (Molina Jiménez, 2004: 54). 

				El segundo corresponde a los años de 1889[24] a 1948, denominado democracia pre-reformada.[25] Molina Jiménez (2004: 52) plantea que se diferencia del primero por una mayor estabilidad institucional, por la presencia de elecciones periódicas a nivel presidencial, así como por la configuración de una infraestructura y dinámica electorales más complejas y especializadas. Por consiguiente, el autor plantea que se establece una conexión más sistemática entre la sociedad y la política, en términos de escucha de las demandas sociales y respeto institucional a la oposición: “Sin embargo, hay una razón fundamental para ubicar esos gobiernos en el segundo período y no en el primero: pese a todo, la oposición no perdió el espacio que había ganado en la esfera pública, por lo que pudo mantenerse activa, competir con sus propias organizaciones en los comicios que fueron convocados en la década de 1890 e incluso ganar algunos asientos en el Congreso” (Molina Jiménez, 2004: 55).

				Aunado a lo anterior, Molina Jiménez (2004: 55) plantea que es en este periodo cuando se consolida la vigencia de un orden constitucional como base de la sociedad y de los comicios como única vía de acceso al poder, y la universalización del sufragio masculino como fuente de legitimidad del sistema democrático. Por lo tanto, el autor plantea a la dinámica electoral como elemento básico de integración a nivel social y cultural, brindando un sustento institucional indispensable a los discursos sobre nacionalidad y ciudadanía. 

				De acuerdo con este autor, en este periodo se configuró una dinámica electoral verdaderamente competitiva, en la cual los partidos y los políticos crearon instrumentos institucionales y legales para ejercer control mutuo; así como limitar la influencia del presidente y de otras autoridades públicas en las elecciones. Molina Jiménez (2001: 96) plantea que este control adquirió tal eficacia, que el fraude sólo pudo ser efectivo en los resultados de algunas elecciones presidenciales o diputadiles. 

				Ahora bien, frente a la evidencia de la injerencia del Poder Ejecutivo en el resultado de las elecciones, Molina Jiménez (2004: 56) acepta que existieron denuncias de esta intromisión por parte de los sectores de oposición, sin embargo, argumenta que una vez que éstos llegaban al poder no realizaban las modificaciones necesarias a nivel constitucional puesto que no querían perder ese privilegio. Con base en esta problemática, y en que tampoco se logró en ese periodo extender el sufragio universal a las mujeres, es que Molina Jiménez no otorga el carácter total a la democracia en esa época. Estos cambios tuvieron que esperar hasta la Constitución de 1949, que supone la última etapa, que corresponde a lo que él denominaría la democracia reformada (Molina Jiménez, 2004: 52). 

				Como se puede observar, Molina Jiménez, al igual que Aguilar Bulgarelli, encuentra en los conflictos del siglo XIX y XX los pasos para un mejoramiento de la democracia, dejando de lado los problemas ocasionados por los golpes militares, la exclusión social, la pobreza, la discriminación y otros fenómenos que sí son retomados por otros autores y autoras. Asimismo, no toma en cuenta la dimensión del clientelismo político desarrollado a través de la figura del “gamonal” y las estrategias implementadas para conseguir una masa más alta de votos por parte de las fuerzas políticas en disputa. Como se verá a continuación, estas visiones han sido fuertemente criticadas, principalmente por su componente conservador frente al análisis de la élite política y su impacto en la constitución de una narrativa que legitima al sistema. A continuación se expone otra versión de la historia, otra narrativa que no necesariamente tiene un final feliz. 

				De ausencias y omisiones

				De acuerdo con Lehoucq (1995: 153) la democracia en Costa Rica se implantó de forma gradual a través de un accidentado proceso marcado por conflictos sociales y políticos. La transición desde el régimen autoritario vigente al finalizar el siglo XIX a un régimen democrático se extendió por cerca de noventa años. El inicio de la transición se puede ubicar a partir del último tercio del siglo XIX, cuando se inició la liberalización del régimen republicano autoritario que se había desarrollado posteriormente a la independencia del país[26] (Estado de la Nación, 2001: 41). 

				Sin embargo, tal como se mencionó anteriormente, esta lectura pertenece a una narrativa que ubica a Costa Rica como un país excepcional que poseía características particulares que propiciaron un destino democrático. Ahora bien, existe otra serie de narrativas que parten de una crítica más en profundidad de los hechos históricos y que procuran establecer una narrativa diferente sobre el desarrollo de la democracia en Costa Rica.[27] 

				Entre ellos se encuentra Torres Rivas (2001: 22), quien califica el desarrollo de la experiencia costarricense como una democracia aristocrática, en la cual los cruces entre un núcleo cerrado de familias oligárquicas, de origen común, eran la garantía primaria para acceder al poder. Para el autor, esta es la razón que podría explicar la competencia “pacífica” entre iguales, ya que a través de los buenos modales políticos el sistema adquirió estabilidad. De acuerdo con Torres Rivas (2001: 34) se construyó una imagen idílica, falsa, para explicar la originalidad costarricense.[28] Es decir, se dejó de lado que hubo latifundio, explotación campesina y reiterado fraude electoral. Esto contribuyó a sembrar el mito de la democracia moderna, que germina hacia los años 50 del siglo XX. Se combinó con los largos años de estabilidad, de permanencia de instituciones liberales, educación y tolerancia: “Sin duda es importante la sedimentación de una tradición que luego se transforma y alimenta un mito: el del igualitarismo, el de la sociedad homogénea, sin conflictos, del campesino tenaz, del país democrático. La virtud del mito es su fuerza integradora, hacia delante, que se transmite a las nuevas generaciones y a las instituciones” (Torres Rivas, 2001: 34). 

				Esta construcción mítica, que terminará siendo a finales del siglo XX la base de lo que Muñoz Guillén (1990: 37) denomina la apología de la “democracia desarmada”, no solamente ha impactado a nivel regional, sino que los principales destinatarios de esta idealización política han sido los costarricenses. Esta construcción, a juicio de la autora, se refuerza a partir del momento en que el Estado benefactor que se implementó en el país comienza a quedarse sin el necesario sostén económico.

				Ahora bien, la pregunta que surge es cómo se alcanza en Costa Rica esta democracia política, frente a situaciones de desigualdad, exclusión y conflictos sociales y políticos. A continuación se presentan diversos desarrollos históricos que procuran brindar una visión más crítica de la construcción de Costa Rica como Estado nación y su impacto político. Como se planteó al inicio del apartado, estas lecturas críticas parecen tener una evolución en su profundidad y calidad con el tiempo, lo cual abre interrogantes acerca del modo en que se está modificando este mito democrático en las últimas décadas. El primer segmento corresponde a una lectura crítica de izquierda, que tuvo sus inicios en la década de 1970 e impactó en algunos de los trabajos académicos hasta la de 1990. El segundo segmento, corresponde a una serie de trabajos que afirman que el mito democrático corresponde a una construcción de nación producto de un proyecto político implantado desde la Independencia. 

				Lucha de clases 

				Para un grupo de autores y autoras es necesario replantear el estudio de la democracia, no solamente en Costa Rica sino en cualquier otra parte, como resultado de una lucha de clases y no como una entelequia (Muñoz Guillén, 1990: 37). De acuerdo con Muñoz Guillén (1990: 39), en Costa Rica, al igual que en otros lugares de América Latina, las mitologías construidas por las burguesías nacionales disimulan y escamotean los intereses y conflictos de clases. Para esta autora, en Costa Rica la dependencia marcada de las “ilusiones nacionales” se sustenta en que el sistema procura presentarse a sí mismo como dotado de propiedades extraordinarias y libre de lucha de clases. Este “autoestereotipo nacional”, como lo denomina Muñoz Guillén, se ve reforzado por la apelación a criterios emitidos por ciertos viajeros, que establecieron comparaciones con sus propios países y contribuyeron a la formación de este mito: “El imbricado sistema de dominación ideológica existente en el país reproduce día con día estas percepciones ideosincráticas; que se suponen además inmutables y constantes” (Muñoz Guillén, 1990: 39). 

				Esta línea de interpretación histórica se encuentra ya presente en el análisis que realizaron un grupo de autores, quienes, a finales de la década de 1970, desde una lectura de izquierda, realizan una evaluación crítica de la constitución de la democracia en Costa Rica. Camacho (1978: 92), como exponente de este grupo, plantea que otros autores se han dedicado a explicar la persistencia de las libertades democráticas en el país como producto de una supuesta igualdad colonial, que fue heredada a la época republicana. Sin embargo, para este autor la tesis es insostenible frente a la constatación de una fuerte desigualdad social en la colonia, donde inclusive existía la esclavitud como institución legal. 

				Dentro de esa misma línea, Cerdas (1978: 133) apunta que la conquista española no solamente estableció una dominación externa sobre las comunidades indígenas, sino que instauró una jerarquización social extraordinariamente compleja, alejada de la idílica igualdad con la que se ha querido representar la realidad colonial: 

				Costa Rica es un país que desarrolló un régimen económico-social similar que apareció en toda América luego de la conquista española. Como colonias de España, con una herencia aborigen de importancia variable pero generalizada, nuestras economías fueron adaptadas a las necesidades y concepciones económico-sociales del conquistador. La distribución de tierras, la jerarquización social y los métodos productivos, siguieron patrones españoles, modificados por las particulares condiciones de la tierra americana (Cerdas, 1978: 132).

				Por su parte, Schifter (1978: 194) plantea que los historiadores han querido “racionalizar” el sistema democrático de Costa Rica basándose en rasgos inalienables de la Colonia, con lo cual, a partir de una compulsividad “democratizante”, establecen toda la historia del país como un continuo racionalizado a partir de un supuesto legado democrático colonial. Para este autor, esta visión ha tenido como consecuencia un abandono del estudio de las tendencias autoritarias a través de la historia. El autor plantea, que si bien el país se caracterizó durante la Colonia por la escasez de minerales, la relativa lejanía del centro burocrático de Guatemala y la ausencia de una mano de obra indígena explotable, la herencia “democrática” como legado de estos factores, no fue del todo estable. Así como tampoco lo fue el mito romántico de una sociedad homogénea y poco diferenciada socialmente como postula la tesis de la “democracia agraria” de la Escuela historicista costarricense (Schifter, 1978: 195).[29] 

				Inclusive, Camacho (1978: 93) rastrea la formación de intereses de clase particulares desde el apoyo brindado por la corona inglesa a las guerras de independencia de América contra España, ya que Inglaterra, en pleno avance capitalista, necesitaba de un continente apto para extender su influencia económica, proceso en el cual Costa Rica no era excepción. Según este autor, a partir de esta motivación inglesa, se gesta un interés por establecer una alianza económica entre los capitalistas ingleses y la élite económica y política local.[30] El establecimiento de una relación comercial beneficiaba a Inglaterra en tanto podía vender sus productos y, a su vez, comprar artículos de vuelta, con lo cual abarataban los costos de transporte, puesto que los navíos regresaban cargados. El producto que resultó más favorable para este propósito fue el café, que no se producía en Inglaterra pero sí se consumía, aunado al hecho de que Costa Rica tenía buenas perspectivas de producción. 

				Esta estrategia tendrá grandes impactos en el desarrollo de Costa Rica, no sólo a nivel económico, sino a nivel político y social.[31] En el plano económico, el país se caracterizó por establecer una economía de monocultivo que le otorgó grandes dividendos, ya que la producción cafetalera era pagada en oro. Por otro lado, la posibilidad de obtener acceso a productos manufacturados provenientes de países que ya habían atravesado su revolución industrial, tuvo como consecuencia que en Costa Rica no existiera una mayor necesidad de generar una industria propia, ya que la demanda de productos industriales se podía suplir a partir del intercambio comercial (Cerdas, 1978: 133). Junto a lo anterior, con el desarrollo del cultivo del tabaco y de la caña de azúcar, se generaron condiciones favorables para que surgieran individuos y familias que poco a poco iban a jugar papeles más preponderantes en la vida política y social: “Se crearon con ello las premisas para pasar de una diferenciación estamentaria de tipo precapitalista a una naciente diferenciación clasista de raíz capitalista” (Cerdas, 1978: 133, cursivas en el original). 

				En términos sociales, esta relación con Inglaterra originó un grupo agroexportador,[32] que se dedicaba principalmente a la producción y exportación cafetalera. De esta manera, se comenzó a intensificar la división social: se consolida un sector dominante compuesto por los “beneficiadores” y los exportadores de café, y un sector dominado, que estaba compuesto principalmente por los pequeños productores y sus familias, que poco a poco fueron arruinados y pasaron a engrosar la masa de peones proletarios y semiproletarios, generándose el fenómeno del latifundio[33] (Cerdas, 1978: 134). 

				Finalmente, dentro de la esfera política, se generó una pirámide que concentró en un pequeño sector de la población el poder político, que era ejercido de forma directa a través de los grandes propietarios y de forma indirecta a través de una burguesía urbana intelectual (principalmente abogados) (Cerdas, 1978: 134). 

				Esta concentración del poder político se puede apreciar de forma evidente en el establecimiento de criterios censitarios utilizados en algunos periodos del siglo XIX para otorgar el derecho a elegir y ser electo.[34] Según este sistema, para poder participar en las elecciones se requería tener una cierta cantidad de bienes o de dinero. Posteriormente, esta condición se modificó por la condición de saber leer y escribir, característica que en 1860, sólo la poseía un 10 por ciento de la población.[35] Esto derivó, a criterio de Cerdas, en una forma de exclusión social de la participación popular más efectiva (Cerdas, 1978: 134-135). 

				En forma de síntesis, Camacho (1978: 91) plantea que estas condiciones económicas, políticas y sociales incidieron en que, desde la independencia y hasta 1890, el país estuviera bajo un dominio indiscutido de la burguesía agroexportadora. Su control se extendía no sólo dentro de la esfera financiera y comercial, sino que controlaba al Estado y a la actividad económica en su totalidad. Frente a esta clase dominante, en el otro extremo, se encontraban los trabajadores del campo, los cuales con su trabajo generaban la plusvalía necesaria para el proceso de acumulación de la burguesía cafetalera. No obstante, no se produjo un choque violento entre clases ya que, en términos de Camacho, existía una salida atenuadora o “válvula de escape” producto de la tenencia de pequeñas parcelas por parte de los obreros, lo que les otorgaba un carácter de semiobrero que podría contrarrestar los efectos de la explotación laboral por la pequeña producción agrícola familiar: “Sin embargo, esto no sucede porque el café no ha producido un tipo de obrero puro, que viva sólo de un salario, sino un semi-obrero que, además de su salario, cuenta con lo que le proporciona su parcela, sea en alimentos o en dinero” (Camacho, 1978: 95). De esta forma, el semiobrero en esta época tenía insumos suficientes para impedir que la relación de explotación llegara a producir una situación aguda de pobreza. Además existían otros dos elementos que permitieron una relativa estabilidad política entre clases: la existencia de una amplia frontera agrícola y la posibilidad del artesanado (Camacho, 1978: 95). 

				Es a partir de la década de 1860, que la oligarquía cafetalera inicia un proyecto de consolidación orientado a perpetuar su monopolio en el poder político y del aparato estatal (Cerdas, 1978: 140). Este bloque social en el poder, que si bien en algunos momentos pasó de una fracción a otra, siguió siendo mayoritariamente el mismo, incorporando a los nuevos sectores surgidos al amparo del comercio, la finanza y el vínculo con el extranjero (Cerdas, 1978: 141). Asimismo, Camacho (1978: 96) plantea que para la época, y como consecuencia de una economía de monocultivo, no existía una fracción de la burguesía que pudiera controlar alguna otra actividad económica y que en consecuencia pudiera entrar en conflicto con la burguesía agroexportadora. Por consiguiente, Camacho (1978: 96) concuerda con la apreciación de Cerdas (1978: 141) y de Torres Rivas (2001: 22) de que en Costa Rica el poder político había estado dominado mayoritariamente por un núcleo cerrado de familias oligárquicas, con lo cual, se puede explicar la estabilidad política.[36] 

				Para Cerdas (1978: 141-142), ya para 1871, el poder del grupo cafetalero estaba definido y consolidado, con normas claras para presionar e influir en el poder. Sin embargo, para esa misma época, comienza a darse una participación real y activa de otros sectores no cafetaleros en el poder del Estado. Ahora bien, este conjunto de sectores ascendentes comienza a observar que existía una debilidad económica y financiera en el sector dominante del país, con lo cual comenzó a impulsar la tesis de que el Estado debía tener una participación creciente en la vida económica nacional: “Según este criterio el Estado debía suplir la debilidad orgánica de las clases empresariales criollas, aportando su concurso financiero y económico y vigilando por conservar para aquéllas el campo de la actividad que todavía las mismas no podían desarrollar” (Cerdas, 1978: 144). Esta evaluación acerca del papel del Estado y su relación con las clases dominantes tendrá efectos determinantes en la dirección del régimen democrático en el siglo XX; en un primer momento, en relación con la conservación de ventajas para la inversión extranjera y el control de la población trabajadora y, en un segundo momento, con la incorporación del Estado dentro del control económico y las esferas productivas. 

				Es en la década de 1890 cuando empiezan a suceder modificaciones importantes para la historia política y social en Costa Rica. En primer lugar, el centro capitalista dominante respecto de América Latina pasa de Inglaterra a Estados Unidos de América (Camacho, 1978: 97; Cerdas 1978: 135), con lo cual se introducen en Costa Rica empresas neocoloniales tipo enclave, representadas por las compañías bananeras. Ahora bien, este ingreso no produce mayores cambios en la conformación de la burguesía agroexportadora, ya que, como plantea Camacho (1978: 98), existía un puente de unión y no de antagonismo entre los intereses de los grupos cafetaleros y los bananeros.[37] Un ejemplo de lo anterior es la construcción del Ferrocarril al Atlántico, que, si bien comenzó en 1871 con recursos del Estado, frente a su incapacidad para seguir financiándolo, es otorgado en concesión a Minor Keith en 1882 a cambio de tierras donde luego se desarrollaría el enclave de la United Fruit Company. Con esto, no solamente se benefició el sector bananero, sino que se abarataron los precios de transporte del café que se destinaba a Inglaterra. 

				Un segundo aspecto a rescatar es, de acuerdo con Muñoz Guillén (1990: 41), la consolidación del Estado. A pesar de la inestabilidad política de los años anteriores, que estuvieron caracterizados por la gran cantidad de constituciones políticas, golpes de Estado, conspiraciones militares, rebeliones y amenazas de guerra, la autora encuentra que ya en 1890 se había logrado institucionalizar la autoridad con la temprana creación del ejército; se había logrado fortalecer los sentimientos de identidad nacional, como queda demostrado a partir de la participación ciudadana en la Guerra de 1856;[38] se había obtenido reconocimiento exterior a partir de esta gesta heroica; y se había producido la diferenciación estatal, a través de la creación de nuevas carteras, la separación de otras y el surgimiento de instituciones. Además, esta autonomización del Estado favoreció a su vez la reproducción de intereses nacionales públicos y privados, así como extranjeros. Para Muñoz Guillén, es en este punto donde se puede establecer la consolidación de un sistema de dominación que vincula Estado y ejército. 

				Esta relación Estado-ejército se acrecienta frente al surgimiento del proletariado bananero[39] (Muñoz Guillén, 1990: 42; Camacho, 1978: 99). Según Muñoz Guillén, la aparición de este nuevo sector social y la necesidad de dar garantías al capital extranjero a través del aseguramiento de la disciplina laboral, tuvo como consecuencia que el Estado fortaleciera el aparato represivo, pero con características más policiales; de esta forma, se crea la Policía de Orden y Seguridad y las guarniciones militares al sureste del país.[40] 

				En síntesis, la conjugación de estos elementos: la emergencia de sectores ascendentes que compiten por el lugar de dominación, y la presencia de nuevas formas de acumulación y del incremento de la población laboral, tienen como resultado el inicio de un resquebrajamiento del dominio de la burguesía agroexportadora, principalmente por las dificultades que surgen para la comercialización del café[41] (Camacho, 1978: 100).

				Por consiguiente, el control político comienza a ser objeto de disputas entre varios sectores de la sociedad, entre los cuales se encontraban la burguesía agroexportadora; los sectores pro imperialistas, que recibían beneficios a partir de la asociación con compañías monopólicas transnacionales, bananeras o de otros tipos; fracciones de burguesía local incipiente que se estaban fortaleciendo a través de actividades económicas no explotadas; y la presencia de sectores medios como los profesionales, intelectuales, artesanos, comerciantes[42] y pequeños campesinos, que se habían desarrollado de forma tal que podían participar en el ejercicio del poder político (Camacho, 1978: 100).

				Esta vulnerabilidad de la burguesía agroexportadora se hace evidente, cuando se debilita considerablemente producto de la crisis que ocasionó la Primera Guerra Mundial, en la cual se debilitó el funcionamiento de las válvulas de escape que venían paliando los efectos de la explotación (Camacho, 1978: 101). Esta situación, conllevará que en la década de 1920 se organice y conforme un grupo antagónico a la burguesía del país con conciencia de clase, producto del mencionado proletariado bananero. A su vez, este grupo se verá influenciado por la participación de simpatizantes del Ejército Defensor de la Soberanía Nacional de Nicaragua, comandado por el general Sandino (Camacho, 1978: 101). 	

				Como se puede observar, los autores logran plasmar en sus narrativas que existía un clima político a principios del siglo xx que no se podía calificar de estable. Existía una serie de elementos que incidían en un creciente descontento social y que iban a impactar en las décadas subsiguientes. La recesión económica mundial de 1929 y 1930 terminó de golpear la economía del país y, por lo tanto, sus esquemas de dominación política. Nuevamente, la burguesía agroexportadora entra en crisis, y ésta a su vez es trasladada a otras clases sociales (Camacho, 1978: 103). 

				Durante este periodo, que abarca desde la crisis provocada por la Primera Guerra Mundial hasta la recesión de 1929-1930, el país atraviesa una serie de transformaciones, entre las cuales se encuentra que la burguesía agroexportadora se ve privada de parte de sus ingresos provenientes del exterior; a su vez, los comerciantes ven restringidas sus actividades debido a los obstáculos para la importación. Por otro lado, se produce una disminución de los salarios reales y un deterioro de las condiciones laborales, que perjudica principalmente a los empleados industriales, del comercio y a los jornaleros. Asimismo, la “válvula de escape” deja de operar, con lo cual los artesanos y los pequeños campesinos dedicados a los cultivos de subsistencia ven reducidas las posibilidades de venta de sus productos (Camacho, 1978: 104). 
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